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SALA DE CASACIÓN PENAL

Magistrado Ponente:

JAVIER ZAPATA ORTIZ

Aprobado Acta No. 439

Bogotá D. C., catorce (14) de diciembre de dos mil once (2011)
VISTOS

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la acusada MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, cuando fungió como Juez Segunda Civil Municipal de Montería, contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de esa ciudad el 18 de febrero de 2010, que la condenó a la pena de 12 meses de prisión, multa de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, y a la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de un año, como autora del delito de injuria. 
HECHOS

En el pliego acusatorio, los acontecimientos fueron presentados de la siguiente manera: 

“Ocurrieron al interior del Juzgado 2º Civil Municipal de Montería, desde el 13 de febrero de 2006, fecha en que la sindicada llegó trasladada como juez de Florencia (Caquetá), cuando los empleados que venían laborando en el despacho comenzaron a sufrir malos tratos por parte de la nueva titular. Estos ultrajes se dieron inicialmente por la forma en que estos desarrollaban sus actividades laborales, especialmente por la manera como redactaban los autos, a los que la juez tildaba como de “porquería”; o por cómo se atendía a los abogados, o si se daba información telefónica, o la manera como estaba organizado el despacho, reclamaciones estas que se hacían en términos soeces.

Igualmente y desde el momento mismo de su llegada la funcionaria inquirió a los empleados sobre la forma de vinculación de cada uno de ellos y dos de los que estaban en provisionalidad -José Luís Barroso y Sergio Jiménez Burgos- salieron del juzgado, uno fue despedido y el otro por renuncia –ante el inminente y anunciado despido-. Así mismo la secretaria Mirza Santos de Mercado precipitó su renuncia por pensión de jubilación.

Peor suerte corrió la señora Viviana Judith Taborda Escudero quien sufrió los insultos desmedidos de la juez, siendo calificada en forma extraordinaria con un puntaje insatisfactorio, perdiendo el empleo como consecuencia, además de verse sometida a un tratamiento siquiátrico, y la iniciación de varias investigaciones disciplinarias que cursan en la actualidad.”
ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE

1.- Los empleados del Juzgado Segundo Civil Municipal de Montería presentaron ante el Tribunal Superior de ese Distrito y el Consejo Seccional de la Judicatura queja contra la titular del despacho, doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, por el trato irrespetuoso que les daba desde su llegada como juez, copia de la cual fue remitida a la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Montería.

2. La Fiscalía 2ª Delegada ante el Tribunal Superior de esa ciudad inició indagación preliminar el 31 de marzo de 2006, y entre las diligencias realizadas acreditó la calidad de servidora pública de la implicada RESTREPO BETANCOURT, quien fue trasladada del Juzgado Tercero Civil Municipal de Florencia (Caquetá), por razones de seguridad, y designada como Juez Segundo Civil Municipal de Montería, cargo del cual tomó posesión el 13 de febrero de 2006; se allegaron otras pruebas (folios 9 – 138 cuaderno 1 original).
3. El 24 de agosto de 2006 la Fiscalía abrió la instrucción y ordenó la vinculación en calidad de sindicada de la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT (folio 139 – 140 cdno 1 original). 

4. La funcionaria implicada rindió indagatoria el 30 de noviembre siguiente (folios 275 a 281cdno 1 original).

5. Con resolución de sustanciación del 13 de septiembre de 2007 el funcionario investigador cerró parcialmente la instrucción por los delitos de injuria y abuso de autoridad, y dispuso la ruptura de la unidad procesal para continuar la instrucción frente al delito de prevaricato (folio 19 cdno 2 original fiscalía). 

6. La Fiscalía 2ª Delegada ante el Tribunal Superior de Montería, al calificar el mérito del sumario el 17 de marzo de 2008 profirió resolución acusatoria contra MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, Juez Segundo Civil Municipal de Montería para la época en que ocurrieron los hechos, por los  delitos de injuria y Abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto, tipificados en los artículos 220 y 416 del Código Penal, Ley 599 de 2000 (folios 49 a 91 cdno 2 original fiscalía).

7. La Fiscalía Delegada ante la Corte, al resolver el recurso de apelación interpuesto contra la acusación, con resolución del 29 de agosto de 2008 la revocó parcialmente, precluyó la instrucción por el delito de abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto y la confirmó respecto del cargo de injuria.  

8. El trámite del juicio le correspondió a la Sala Penal del Tribunal Superior de Montería. El magistrado sustanciador dispuso, una vez surtido el traslado previsto en el artículo 400 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de 2000), la realización de la audiencia preparatoria y la práctica de pruebas (folio 37cuaderno Tribunal). 

9. La audiencia pública se llevó a cabo entre el 12 de agosto y el 15 de octubre de 2009 (folios 102 a 164 cuaderno Tribunal). 

10. Culminada la etapa del juicio, el 13 de febrero de 2010 ese Tribunal Superior dictó sentencia contra la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, condenándola a las penas de 12 meses de prisión, multa por valor de 10 salarios mínimos mensuales legales vigentes y la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad, como autora responsable del delito de injuria. 

También le impuso el pago a cada una de las víctimas de 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por concepto de perjuicios morales; se abstuvo de condenar por perjuicios materiales. 

LA SENTENCIA IMPUGNADA

La Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Montería, luego de referirse a los antecedentes procesales señala los elementos del tipo penal atribuido a la procesada y encuentra que es evidente la existencia de la conducta punible de injuria, pues de todas las declaraciones de los empleados del Juzgado Segundo Civil Municipal y de los abogados litigantes citados, surge en forma clara el ánimo de injuriar por parte de la juez MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT.

En este caso, señala el Tribunal, los hechos tenían ocurrencia por regla general al interior de la sede del despacho judicial y consistían en que delante de los abogados litigantes o las personas que se encontraran en el juzgado, la titular del despacho les decía a sus colaboradores “que eran unos estúpidos, unas porquerías, que no servían para nada, que eran unos mugres, que tenían que hacerle sus diligencias personales, porque así venía ella acostumbrada en todos los despachos judiciales donde había laborado, que eran unos habladores de mierda, a algunos les decía que se largaran del juzgado que no les quería ver más allí. A la joven VIVIANA JUDITH TABORDA ESCUDERO, le dijo: te voy a dar por donde más te duele”.

Si bien es cierto, prosigue el Tribunal, los hechos ocurrieron en desarrollo de su trabajo, esa circunstancia no desdibuja el comportamiento punible, puesto que no excluye el ánimo de injuriar, habida consideración que del significado de las palabras y los actos se infiere claramente tal ánimo de injuriar, aspecto que se torna más censurable si se tiene en cuenta la calidad de abogada y aún más de juez como lo es la implicada, lo que la obligaba a tener un trato acorde con su investidura y a la dignidad humana de los empleados, sin llegar a las ofensas, y si en algún momento el personal del juzgado faltó a sus deberes y obligaciones, para ello tenía la facultad disciplinaria. 

Destaca el fallo de primera instancia, que la doctora RESTREPO BETANCOURT, ofendió en grado sumo la honra, el buen nombre y la dignidad humana de sus empleados con los malos tratos que les deparó tanto en público como en privado al interior de su despacho. No se trató de cualquier expresión mortificante para el amor propio, sino de hechos que causaron agravio al patrimonio moral y a la dignidad de las personas, representadas en los empleados del juzgado, sus colaboradores, sin que existiera razón o justificación alguna para ello.

De tal manera, concluyó el juez colegiado el análisis de los elementos de juicio aportados a este asunto, para señalar que la conducta desplegada por la acusada se adecúa objetiva y subjetivamente al delito de injuria previsto en el artículo 220 de la Ley 599 de 2000 y al estar plenamente acreditados los presupuestos del artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, profirió la condena en la forma ya indicada. 
DE LA IMPUGNACIÓN 
La doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, interpuso y sustentó oportunamente el recurso de apelación, mediante el cual pretende que la Sala de Casación Penal revoque la sentencia dictada en su contra en primera instancia por el Tribunal Superior de Montería y, en su lugar, se le absuelva del cargo por el que fue acusada, con argumentos que se sintetizan de la siguiente manera:

1. El motivo de las denuncias formuladas por los empleados del Juzgado Segundo Civil Municipal de Montería, señala la recurrente, radica en el disgusto que su llegada como titular de ese despacho produjo en ellos ante la exigencia de realizar bien su trabajo, pues “vienen de vieja data laborando en ese despacho, con sus costumbres, mañas y procedimientos errados, incluso desconociendo lo establecido en la ley, …” , no aceptaron y se resistieron al cambio, tomándolo como una agresión personal, “alegando incluso trastornos en la salud física y mental, fundamentos supuestos para renuncia, cuando en realidad se trataban de traslados o de jubilaciones, etc.(sic)”.

Es claro entonces, afirma la recurrente, que un trabajo mal elaborado, de pésima calidad y lleno de errores sea catalogado como de “porquerías o mugres”, sin que signifique que tales expresiones se hayan dirigido a las personas; trabajo que en tales condiciones “trae como consecuencia lógica un reproche, un despido o una exigencia superior a la que venían acostumbrados los empleados del juzgado”, pero nunca catalogarse como un trato humillante o degradante. Y aunque reconoce ser muy exigente en su trabajo y por tanto las personas que laboran “bajo mis órdenes” si no son capaces de seguir el ritmo laboral les quedan varias opciones: (i) se prepararan para el reto del trabajo, (ii) dejan el puesto a otras que sí sean capaces de adelantar las tareas encomendadas, o (iii) deben ser despedidas por su ineficiencia.     

2. Ante la negligencia de los empleados del juzgado, ella estaba en la obligación de exigir el cumplimiento de sus deberes, insiste la apelante, y esa circunstancia no puede calificarse como un trato desobligante o irrespetuoso, por el contrario, esa situación evidencia la falta de calidades intelectuales y de compromiso de los colaboradores del juzgado y por tanto “no había honra ni honor que proteger, porque sencillamente su comportamiento indicaba la veracidad del calificativo dado”, que nunca lo utilizó porque si en algún momento se refirió como “mugres o porquerías”, no fue a las personas sino al trabajo realizado. 

Insiste en que las órdenes por ella impartidas nunca fueron caprichosas, sino ajustadas a la ley y en cumplimiento de su deber como juez de la República, y con “mi comportamiento bajo ningún punto de vista considero se haya agraviado la honra, o el patrimonio moral o la dignidad de las personas, posiblemente el amor propio, pues si estaban convencidos que su trabajo era bueno, pero ante otra óptica no era tal, ese pudo ser el agravio, pero nunca como un atentado contra su dignidad o su honra”, pues de su parte nunca existió el ánimo de injuriar a persona alguna, como tampoco creyó que el exigir rendimiento laboral con expresiones fuertes, tono de voz recio, fuese a configurar el delito de injuria.  

3. Cuestiona la recurrente, la actuación del Tribunal al no tener en cuenta sus argumentos y negarle la práctica de las pruebas que la favorecían y que fueron pedidas por ella. 

Sin más explicaciones, finaliza poniendo de presente su dedicación al desempeño de sus labores con prontitud y eficiencia, para solicitar a la Corte la revocatoria de la sentencia condenatoria y a cambio se le absuelva de todos los cargos (folios 215 a 219 cdno del Tribunal).
CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con lo estipulado en el numeral 3° del artículo 75 del Código de Procedimiento Penal, Ley 600 de 2000, compete a la Sala de Casación Penal resolver las apelaciones interpuestas en los procesos que conocen en primera instancia las Salas de Decisión Penal de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. En consecuencia, emitirá el pronunciamiento que en derecho corresponda sobre el recurso presentado por la implicada, doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT. 
En esta labor la Corte se encuentra limitada en su estudio al objeto de la impugnación y a los aspectos inescindiblemente ligados a ella
.

Los argumentos defensivos planteados en la apelación, de manera genérica están orientados a señalar, de una parte, la injusticia de las denuncias por no corresponder a la realidad de lo sucedido en el juzgado a partir de la llegada de la procesada como titular del despacho; en segundo término, la no configuración del delito de injuria por la no afectación del derecho a la honra de los denunciantes, porque “nunca existió el ánimo de injuriar a persona alguna”, y además al no estar presente uno de los elementos que configuran el tipo penal –el dolo-, su conducta es atípica; y en tercer lugar, la violación del derecho de defensa por la negación de pruebas solicitadas por la acusada, y “de paso el debido proceso”. 

 En consecuencia, se ocupará la Sala de dilucidar los planteamientos del recurso, así:
1. Como primera medida, respecto a la violación del derecho de defensa, cuya configuración inexorablemente daría lugar a declarar la nulidad de lo actuado o parte del trámite procesal, dada su trascendencia frente a la eficacia de los actos procesales, así no se haya propuesto de manera explícita en la formulación del recurso, es evidente la inexistencia del vicio indicado.  
El planteamiento de las irregularidades señaladas por la procesada se queda únicamente en el plano enunciativo, sin ir más allá, es decir, que además de precisar el tipo de infracción alegada, debe demostrar su existencia, acreditar cómo su configuración afecta la garantía del derecho de defensa o la estructura del debido proceso, y, tal vez lo más importante, exponer la trascendencia de la irregularidad para viciar la validez de la decisión cuestionada, aspectos que omitió la implicada al sustentar el recurso, con desconocimiento de los principios que orientan las nulidades. 

En efecto, referente a la violación del derecho de defensa, hace consistir dicha anomalía en que el Tribunal le negó las pruebas por ella solicitadas, bajo el argumento de que “eran muchas y por lo tanto se había realizado una selección aleatoria, que ya había suficiente ilustración, claro que la había, pero en todo aquello que me perjudicaba, e igualmente por no haber sido requeridas con la técnica apropiada, o por extemporáneas”, y que de haberlas evacuado se habría demostrado la inexistencia de los hechos denunciados y el fallo se habría pronunciado en otro sentido.
No es cierto, sin embargo, como alude la acusada, que no se han practicado las pruebas pedidas por la defensa, porque la realidad procesal refleja lo contrario; además, ha de tenerse en cuenta que dada la naturaleza de los hechos y las circunstancias de modo, tiempo y lugar de su ocurrencia, la prueba demostrativa está dada fundamentalmente por la testimonial, de ahí que atendiendo los principios de la pertinencia, procedencia, utilidad y racionalidad, el Tribunal solamente decretó aquellos medios de convicción que contribuyeran a realizar los fines de la investigación.

Así, en la audiencia preparatoria
, el juez corporativo decretó la práctica de los testimonios de: Adriana Patricia Fadul Morón, Mauricio Nicolás Espinosa Espinosa, Cecilia de León Nieto y el abogado Juan Carlos Corredor; el traslado de actuaciones surtidas dentro de procesos disciplinarios adelantados contra los denunciantes y otras pruebas de carácter documental, todas pedidas por la defensa. De la misma manera, el A quo negó otras que no cumplían con los postulados que orientan la actividad probatoria, decisión que no fue objeto de los recursos ordinarios por parte de la defensa técnica en aquella oportunidad, es decir, tal situación fue convalidada con el consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado (principio de convalidación), sin que con ello se quiera significar que existió la irregularidad demandada, porque realmente no se presentó.
Aclarado lo anterior, se abordará por la Sala el estudio de la existencia o no de la conducta atribuida a la procesada y si con ella se afectaron bienes jurídicamente tutelados, como en esencia lo plantea el recurso. 

2. El delito de injuria está previsto por la Ley 599 de 2000 en el artículo 220 de la siguiente manera: 

“El que haga a otra persona imputaciones deshonrosas, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de diez (10) a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

En forma reiterada ha dicho la jurisprudencia de la Sala que este delito se configura cuando una persona de manera consciente y voluntaria le atribuye a otra un hecho suficiente para lesionar su honra, lo debe hacer con conocimiento del carácter deshonroso de la imputación y que el hecho atribuido posea la intensidad o fuerza para ofender y menoscabar la integridad moral de la víctima. En ese sentido, la Corte ha sostenido:

“El delito de injuria se estructura cuando con conciencia y voluntad, se imputa a una persona conocida o determinable, un hecho capaz de lesionar su honra; el autor, además, debe tener conocimiento del carácter deshonroso de la imputación y de que el hecho atribuido posee la capacidad de dañar o menoscabar la integridad moral del afectado
.” (Énfasis fuera de texto).
Y luego añadió: 

“El bien jurídico protegido, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, es la integridad moral, concebida ésta como todo aquello relacionado con la dignidad y el honor
.  Y este último, según la misma Corporación, comporta dos sentidos: 

el subjetivo u honor propiamente dicho y el objetivo o la honra. Entendido el primero como el sentimiento de la propia dignidad y decoro, el conjunto de valores morales que cada uno se atribuye; y el segundo, como la opinión o estimación que los demás tienen de nosotros, la reputación, el buen nombre o la fama derivados del modo de ser y actuar de cada cual en sociedad, predicable esencialmente de la persona humana pero en lo atinente al buen nombre también de la persona jurídica
.

En efecto, la honra se define como la estima y el respeto que una persona adquiere por sus virtudes y méritos. En consecuencia, ésta tiene derecho a que se guarde su estima y respeto adquiridos, y, además a que no se afecte su honra sin una justa causa o razón comprobada.” 

Se trata entonces, de un derecho fundamental garantizado en la Constitución Política (artículo 21), y en los artículos 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 11 de la Convención Americana de  Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, cuya protección se encomendó directamente a la ley, precisó la Corte; pues su núcleo esencial reside en “el derecho que tiene toda persona a ser respetada ante sí mismo y ante los demás, independientemente de toda limitación normativa
”.
3. En el caso que concita la atención de la Sala, a la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT se le vinculó a esta investigación, porque en su condición de Juez Segundo Civil Municipal de Montería, desde su llegada a ese despacho asumió una actitud hostil y de malos tratos para con los empleados del juzgado, creando un ambiente laboral tenso e inapropiado dentro del cual se presentaron roces y discusiones que desencadenaron en quejas disciplinarias y denuncias penales de parte y parte.
Precisamente, copia de la queja formulada por los empleados contra la juez fue la que dio lugar a este proceso penal en razón a que la funcionaria, al dirigirse a sus colaboradores les decía “que eran unos estúpidos, unas porquerías, que no servían para nada, que eran unos mugres, que tenían que hacerle sus diligencias personales, porque así venía ella acostumbrada en todos los despachos judiciales donde había laborado, que eran unos habladores de mierda, a algunos les decía que se largaran del juzgado que no los quería ver más allí. A la joven VIVIANA JUDITH TABORDA ESCUDERO, le dijo: te voy a dar por donde más te duele”
, expresiones que según el fallo de instancia, corresponden a la descripción típica que de la conducta de injuria trae el artículo 220 de la Ley 599 de 2000, cuya demostración objetiva encuentra eco a lo largo del proceso.
El motivo del disenso, en este aspecto, más que negar la ocurrencia de los hechos –la procesada tanto en la versión como en su indagatoria acepta haber pronunciado la mayoría de las expresiones señaladas por los empleados del juzgado-, se ocupa de ubicarlos en el contexto laboral donde se produjeron para demostrar que no es adecuada la forma como los presenta el fallo recurrido. Es decir, la ocurrencia de los hechos realmente no se está poniendo en duda.
La tipicidad de la conducta (desvalor de acción), no tiene discusión en este caso, contrario a lo insinuado tímidamente por la recurrente, pues de conformidad con el artículo 220 del Código Penal, incurre en el delito de injuria el que haga a otra persona imputaciones deshonrosas, categoría que perfectamente alcanzan desde el punto de vista objetivo las manifestaciones verbales empleadas por la implicada para dirigirse a sus colabores inmediatos.  
4. Pero, lo que no se demuestra en la actuación es que el bien jurídico tutelado con el tipo penal referido (la integridad moral –derecho a la honra y al honor-),  haya sido afectado con la exteriorización de unas palabras descorteces e insultantes proferidas por la acusada a los empleados del juzgado, si se tiene en cuenta que tales afirmaciones las hizo en el contexto laboral y al interior del despacho en medio de llamados de atención, discusiones mutuas por cuestiones de trabajo, es decir privadamente entre el grupo de servidores, sin el ánimo de “agraviar la honra, o el patrimonio moral o la dignidad de las personas, posiblemente el amor propio, pues si estaban convencidos que su trabajo era bueno, pero ante otra óptica no era tal, ese pudo ser el agravio”, según el dicho de la procesada.   

En efecto, uno de los presupuestos del punible de injuria es que la atribución de actos deshonrosos tenga la real capacidad de menoscabar la honra y el honor de la víctima, lo cual en este caso materialmente no tiene existencia. 

5. El principio de lesividad, que ha marcado históricamente el paso de una antijuridicidad meramente formal a otra material y que se suele plasmar generalmente en la idea de dañosidad social, plantea dos exigencias fundamentales a la hora de incriminar una conducta: Debe tratarse de un comportamiento que afecte las necesidades del sistema social en su conjunto, superando por tanto el mero conflicto entre autor y víctima; y sus consecuencias deben poder ser constatadas en la realidad social, lo que implica la accesibilidad a su valoración por las ciencias empírico–sociales.

En ese orden, el Estado social y democrático de derecho sólo deberá amparar como bienes jurídicos aquellas condiciones que afecten a las posibilidades de participación de individuos en el sistema social, y además para ser protegidos tengan una importancia fundamental. Este postulado puede verse como una exigencia del Estado democrático.
 Por lo tanto, el citado principio de lesividad o de dañosidad se halla íntimamente vinculado al de exclusiva protección de bienes jurídicos y que además, ha de ser el punto de partida de la antijuridicidad penal.

El postulado de exclusiva protección de bienes jurídicos implica que no pueden ser amparados por el Derecho penal intereses meramente morales, no es que los bienes protegidos no sean morales, sino que su protección no sólo sea por ese motivo, sino por algo aún con mayor trasfondo.

En torno al principio de lesividad, de acuerdo con la consagración legislativa, tiene plena manifestación en el artículo 11 del Código Penal, Ley 599 de 2000, en cuanto dicho dispositivo establece que la antijuridicidad de la conducta típica está sujeta a la puesta en peligro de manera real o efectiva, sin justa causa, del bien jurídicamente tutelado por la ley.

Al respecto ha dicho la Sala: 

“Esto significa que el derecho penal no existe para sancionar exclusivamente con base en la confrontación que se haga de la acción humana con la norma, sino, más allá, para punir cuando de manera efectiva e injustificada se afecta o somete a peligro un bien jurídicamente tutelado.

Así lo ha expuesto la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, por ejemplo en la sentencia de casación del 21 de abril del 2004 (radicado 19.930), en la cual afirmó:

Como ha enseñado la Sala
, para que un comportamiento típico pueda considerarse base o fundamento del delito es indispensable que de modo efectivo lesione o al menos ponga en peligro un bien jurídico tutelado por la ley; con tal sentido el principio de lesividad, acuñado por la doctrina jurídico penal, aparece recogido en la legislación penal como uno de los elementos esenciales del delito (artículo 11 del código penal).”


De lo anterior, como también lo ha dicho la Sala,

“se destaca entonces la trascendencia que tiene la noción de lesividad en el derecho penal, por la cual, como sistema de control lo hace diferente de los de carácter puramente ético o moral, en el sentido de señalar que, además del desvalor de la conducta, que por ello se torna en típica, concurre el desvalor del resultado, entendiendo por tal el impacto en el bien jurídico al exponerlo efectivamente en peligro de lesión o al efectivamente dañarlo, que en ello consiste la llamada antijuridicidad material contemplada en el artículo 11 del Código Penal.

Pero, además, se relaciona este principio con el de la llamada intervención mínima, conforme al cual el derecho penal sólo tutela aquellos derechos, libertades y deberes imprescindibles para la conservación del ordenamiento jurídico, frente a los ataques más intolerables que se realizan contra el mismo, noción en la que se integran los postulados del carácter fragmentario del derecho penal, su consideración de última ratio y su naturaleza subsidiaria o accesoria, conforme a los cuales el derecho penal es respetuoso y garante de la libertad de los ciudadanos, por lo cual sólo ha de intervenir en casos de especial gravedad y relevancia, ante bienes jurídicos importantes y cuando, los demás medios de control resultan inútiles para prevenir o solucionar los conflictos, esto es, reclamando como necesaria la intervención del derecho penal”.

Sobre estos postulados, la Corte ha establecido que ante la insignificancia de la agresión, o la levedad suma del resultado, “es inútil o innecesaria la presencia de la actividad penal, como tal es el caso de los llamados delito de resultado de bagatela”
.”

 6. Respecto del delito de injuria atribuido, la implicada señala, que las denuncias radican en el disgusto de los empleados del Juzgado Segundo Civil Municipal de Montería por su llegada como titular de ese despacho y en el hecho de haber preguntado a cada uno de ellos su cargo y la situación laboral, así como su grado de instrucción y seguidamente haber impartido algunas “reglas mínimas de trabajo” e instrucciones acerca de las funciones, comportamiento, cumplimiento y calidad del trabajo a desarrollar a partir de ese momento, lo que no fue de buen recibo por parte del personal del juzgado y al contrario, se tomó su actitud como agresiva y descortés; al punto que sin esperar conocerla un poco y cumplir sus lineamientos, ya que tan sólo cinco días después de su posesión fue denunciada por todos los empleados del juzgado, justamente para no cumplir con las exigencias laborales, pues “vienen de vieja data laborando en ese despacho, con sus costumbres, mañas y procedimientos errados, incluso desconociendo lo establecido en la ley…” , no aceptaron sus recomendaciones, resistiéndose al cambio, tomando sus instrucciones como una agresión personal, “alegando incluso trastornos en la salud física y mental, fundamentos supuestos para renuncia, cuando en realidad se trataban de traslados o de jubilaciones, etc.(sic)”.

7. La situación planteada por la doctora RESTREPO BETANCOURT, emerge a través de la actuación y se hace ostensible a partir de la queja formulada por los empleados del despacho judicial ante el Consejo Seccional de la Judicatura de Montería el 20 de febrero de 2006, seis días después de que la acusada asumiera como titular del Juzgado Segundo Civil Municipal de esa ciudad (se posesionó del cargo el 13 del mencionado mes y año), donde expresan su “inconformidad por el trato que ha dado la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT”, cuyo tenor es el siguiente:

“El primer día lunes 13 de febrero de 2006, se presentó diciendo su nombre, de donde venía y enseguida preguntó si quienes estaban en propiedad, quienes son “para yo saber”.

De ahí en adelante el trato que hemos recibido de ella ha sido muy agresivo, humillante y con amenazas, diciendo que nos va a abrir disciplinarios, que nos veremos las caras en la calificación. 

No estamos trabajando en armonía, eficiencia como lo hemos hacho siempre durante años y que nos hemos caracterizado por ello como es de conocimiento público y así lo refleja la calificación que hemos obtenido, ya que por el maltrato verbal, acoso laboral del cual somos víctimas, se nos hace imposible seguir laborando como lo veníamos haciendo.

Sentimos en nuestra jornada laboral un ambiente cargado de energías negativas, porque a cada momento y por cualquier cosa nos compara con sus antiguos empleados.

Mal interpreta las explicaciones que le damos, nos dice que somos unas respondonas y nos manda a callar, no nos deja hablar y nos manifestó que le gustaba “regañar”, así fuera delante del público, que ella no tenía que ver con quien estuviera en ese momento presente y que no le tenía miedo al “Consejo ni al Tribunal”.
Es así como le fue negado en forma verbal el permiso de estudio de posgrado a una de nuestras compañeras, algo inaudito, nunca visto, permiso del que venía gozando desde tal fecha y que fuera conocido por las doctoras MARIA CARMENZA HOYOS DE GOMEZ y KAREN VERGARA LOPEZ (antiguas jefas). 

Manifestó que estaba acostumbrada a que sus “empleados” le hicieran sus diligencias personales y que era de “inmediata realización”.

Ella quiere implantarnos su método de trabajo, el cual venía aplicando en su pueblo y que nosotros desde el momento en que admitimos o libramos mandamiento de pago en una demanda, de allí en adelante, debemos llevar paso a paso ese proceso hasta el final, resolviendo todos los recursos, peticiones hasta llegar al fallo, inclusive hasta de interrogar a los testigos en caso de prueba.

Le estamos poniendo en conocimiento estas inconformidades, debido a que hemos tenido varios enfrentamientos con ella y no somos personas acostumbradas a este tipo de situaciones, por la razón de que hemos sido empleados de mucho respeto y además los jefes anteriores han sido de una calidad humana admirable y 
que nos han sabido valorar. Además porque nos ha amenazado, que cualquier atraso, en nuestro trabajo o problema del juzgado sería culpa nuestra y nos adelantaría un disciplinario. 

(…)

A cada momento, nos recalca que ella es la juez y la jefa. Nos insulta hasta el punto de hacernos llorar, nos dice que estamos prevenidos con ella. Pero ¿cómo no estarlo?, si con solo 5 días de estar laborando, aun mas, desde el primer día que empezó a laborar en el juzgado y sin conocer nuestro trabajo, nos amenazó con disciplinarios. También expreso que se había enterado, que estabamos hablando mierda de ella por fuera del juzgado, textualmente dijo que nosotros habíamos dicho que ella era juez de mierda y me las van a pagar en la calificación (sic).

Desde el lunes 13 de febrero del año en curso a la fecha, las demandas y memoriales que han llegado al juzgado, no ha sido posible darle trámites (sic), por orden de ella, hasta tanto, según su dicho, el juzgado no este organizado como a ella le gusta; porque así como las jefas anteriores y nosotros lo manteníamos  para ella eso es desorganización, por la razón de que no viene en reemplazo de la doctora MARIA CARMENZA, sino como una nueva jefa para el despacho; por lo anteriormente expuesto, queremos dejar en claro, que si existe retraso en el juzgado es por disposición de la misma juez.

Con mucho respeto hacia ustedes le manifestamos que de esta manera es imposible trabajar, ya que nos sentimos acosados, con stres, con decides (sic) que no queremos ni llegar al despacho, por el ambiente tan pesado que se respira desde que esta señora se encuentra en el juzgado, poniendo en peligro también nuestra salud”.
 
La citada queja fue suscrita por Mirza Santos de Mercado, Katia Cabrales de Brunal, Viviana Taborda Escudero, Sergio Jiménez Burgos, Cecilia de León Nieto y José Barroso Garavito, empleados del juzgado. Este último remitió otro escrito el 16 de marzo de 2006 al Presidente del Tribunal Superior de Montería, quejándose de la “situación incómoda” auspiciada por la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT porque está “imponiendo políticas laborales de jefe autoritario de mando, mas no de liderazgo institucional”.
  

Ahora bien, al apreciar los testimonios rendidos por los quejosos fácilmente se advierte el verdadero sentido de las palabras con que la funcionaria denunciada se dirigía a algunos de los empleados del Juzgado  Segundo Civil  Municipal de Montería, pues como se verá no es cierto que a todos haya tratado en la forma indicada en la querella. 

En efecto, el testimonio rendido por Mirza Santos de Mercado
, secretaria del juzgado de aquella época, quien luego de reiterar los malos tratos dispensados por la juez, pone de presente la resistencia de sus compañeros para asumir el cambio, el nuevo método de trabajo, la exigencia de resultados y el orden impuesto por la nueva titular del despacho, cuando dice: “Hicimos un cambio de todo en forma tan brusca que eso nos ha costado irnos acostumbrando a la que ella impuso, todo es distinto, hasta los formatos de autos, los cuales ella insertó desde hace como 15 o 20 días en los computadores”; o al referirse a la prohibición que a ella le hizo de sostener conversaciones telefónicas con los abogados litigantes, porque dice que “eso es personalizarse uno con los abogados, que uno en esta clase de trabajo no debe tener amistad” con los abogados. 

Señala además la señora Santos de Mercado, que al empleado José Barroso lo despidió porque no servía para trabajar allí como la juez se lo exigía, pues tenía el puesto atrasado. 

A propósito de lo expresado por la secretaria Mirza Santos, la señora Katya del Carmen Cabrales de Brunal, oficial mayor del juzgado y quien a pesar de haber suscrito la queja, en su testimonio
 y de manera objetiva refiere lo sucedido al interior del despacho judicial; en efecto, ante el requerimiento de la Fiscalía para que concretara en qué consistía el trato “agresivo y humillante de parte de la doctora RESTREPO BETANCOURT”, CONTESTÓ: “Bueno al comienzo de la llegada a escasos seis días de estar allí se nos dirigía en tono muy alto, tal vez porque no nos conocía o no la conocíamos a ella y estábamos acostumbrados a un trato diferente, ese fue el motivo de la queja, por la manera como se dirigía a nosotros. Ya con el tiempo ella fue cambiando, la fuimos conociendo mejor y los roces que ha tenido con mis compañeros han sido a nivel personal. Conmigo no ha tenido ninguna clase de problemas ni he recibido de ella  ningún llamado de atención” (se resalta).
Y al explicar los términos agresivos o humillantes señalados en la denuncia, dijo: “Cuando se dirige a algunos de los compañeros que no le sepan sustanciar o por un auto que no le guste, ella lo hace diciéndoles que eso es una porquería y mis compañeros lo entienden como una ofensa, después una de mis compañeras le preguntó que si porqué tenía que decir que eran porquerías sus autos y ella nos preguntó que si qué entendíamos nosotros por porquería, porque para ella no era lo mismo que nosotros entendíamos acá, y dijo que para ella porquería era algo que no le gustaba”. Y respecto de la desorganización del juzgado o no querer acatar las directrices de la titular del despacho, manifestó: “El juzgado no estaba desorganizado, sino que estaba distinto de la manera como ella quiere llevarlo y para tomar el ritmo de trabajo que ella quiere eso cuesta aprenderlo porque es diferente”. 

En lo atinente a la salida de dos empleados del juzgado y las palabras dichas a José Luis Barroso, señala: “Que lo trató de mugre a él si me consta, con relación a la expresión referente a los magistrados no me consta, eso no lo oí. Con respecto a la expresión de lárguese que le dijo a José Luis, eso si lo escuché, pero fue después de un cruce de palabras entre ellos porque tuvieron un fuerte altercado. … El día de la discusión que tuvo con José Luis, porque en realidad le dijo que él no era eficiente en su trabajo y que iba a trabajar hasta el mes de marzo, ese fue el motivo de su salida, porque ella dijo que no era eficiente. Efectivamente ella lo despidió y trabajó hasta ese mes de marzo. Con Sergio Jiménez pasó que él renunció del cargo porque con él también tuvo altercados personales”. Al interrogarle sobre el ambiente del juzgado, afirmó: “El despacho está marchando bien, … para mí el ambiente laboral ha mejorado, ella ha tratado de mejorar y estuvo hablando con una doctora Astrid, sicóloga de Suratep, Riesgos Profesionales, quien nos va a dictar unas charlas y están acordando el horario…”, y finaliza manifestando que la juez es muy inteligente y trabajadora, con un gran deseo que el juzgado marche bien, y agrega: “De todo esto lo que más me ha dolido a mí es la situación de mi compañera Viviana, quien al principio era muy a fin con la doctora y la calumniaron diciendo que a José Luis lo habían botado por ella; y a raíz de la queja que presentamos en contra de la juez, ésta la regresó al cargo que ella tenía en propiedad de Citadora, porque ella estaba encargada como sustanciadora”.
De la misma manera la abogada Cecilia de León Nieto
, también sustanciadora del juzgado, corrobora lo dicho por su compañera Kathya en cuanto al cambio de método de trabajo, organización y las exigencias de llevar minuta y estado en la secretaría, lo que se les ha dificultado asimilarlo; es así que al requerirla para que concretara los hechos narrados en su queja, los tratos agresivos y humillantes allí mencionados CONTESTÓ: “De pronto los regaños en público, ella dice que en nosotros hay mucha falta de conocimiento, pero la forma de corregir es pública”, y resalta la discusión sostenida entre la juez y la secretaria, donde la titular del despacho le dijo a ésta que era “igualada y ridícula”; y manifiesta así mismo el motivo por el cual fue despedido el señor José Luis Barroso, que no fue otra cosa que su ineptitud y bajo rendimiento en el trabajo (énfasis agregado).
De singular importancia resulta resaltar que el 27 de julio de 2006, Mirza Santos de Mercado, Sergio Jiménez Burgos (para ese momento estas dos personas ya no eran empleados del juzgado) y Vivina Taborda Escudero, presentaron un escrito ante la Fiscalía Segunda Delegada ante el Tribunal Superior de Montería
 quejándose del mal trato que les “viene dando” la doctora RESTREPO BETANCOURT, con expresiones tales como: “No estamos trabajando en armonía, eficiencia como lo hemos hecho siempre durante años…ya que por el maltrato verbal y acoso laboral del cual somos víctimas, se nos hace imposible seguir laborando como lo veníamos haciendo”. Luego de repetir los términos de la queja inicial, expresan que se sienten lesionadas porque la juez le negó un permiso de estudio a una de sus compañeras, en los siguientes términos: “Es así como le fue negado en forma verbal el permiso de estudio de posgrado a una de nuestras compañeras, es algo inaudito, nunca visto, permiso del que venía gozando desde tal fecha y que fuera conocido por las doctoras MARIA CARMENZA HOYOS DE GÓMEZ y KAREN VERGARA LÓPEZ (antiguas jefas)” (se resalta).
A este respecto, la sustanciadora Cecilia de León Nieto (interesada en el permiso), manifestó que si bien en principio la nueva titular del despacho le negó el permiso de estudio bajo el argumento de necesidades del servicio, quince días después y ante los soportes documentales pertinentes le fue autorizado, sin que por eso se hubiese sentido maltratada o humillada, contrario a lo afirmado por los denunciantes, a quienes no les asiste ese particular interés. Por lo demás, muy elocuente resulta la reacción que produjo en estos empleados el hecho de la juez haberle negado un permiso a su compañera Cecilia, pues lo asumen como “algo inaudito, nunca visto”, es decir un acontecimiento sorprendente, jamás ocurrido, o en ningún tiempo visto o sucedido; actitud esta sí inaceptable e incomprensible de unos servidores públicos, con formación académica universitaria y de larga trayectoria en la Rama Judicial, pues baste señalar que los jueces cumplen, además de las funciones judiciales propiamente dichas, aquellas de carácter administrativo dentro de las cuales se encuentran las de organizar, coordinar y dirigir el funcionamiento del juzgado, y el conceder o negar un permiso (debido o no) es una atribución  propia del funcionario
 sin que por tal razón su conducta se coloque dentro de la órbita del derecho penal.

Es evidente entonces, el disgusto, la animadversión y el rechazo que causó en los empleados del Juzgado Segundo Civil Municipal de Montería la llegada de la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT como titular de ese despacho; así mismo, la distribución de funciones, el nuevo orden y la exigencia en cuanto a calidad y cumplimiento del trabajo, impuestos a partir de entonces por la funcionaria. 
Esta circunstancia explica el hecho que todos los empleados del juzgado hayan suscrito un documento quejándose de la actitud agresiva, humillante y amenazante de la juez investigada, y posteriormente cuando la fiscalía les pidió concreción sobre tal comportamiento de la funcionaria, hayan manifestado otra cosa; así a manera de ejemplo, la secretaria Mirza Santos de Mercado indicó: “Bueno, el trato de ella es un trato inhumano, por no ser el trato adecuado de una jefa, porque es tan ofensivo en palabras y la forma de expresarse a nosotros porque es despectivo. En mi caso personal me trata de ridícula e igualada”; Kathya Cabrales de Brunal sobre el motivo de su queja expresó: “Bueno al comienzo de la llegada a escasos seis días de estar allí se nos dirigía en tono muy alto, tal vez porque no nos conocía o no la conocíamos a ella y estábamos acostumbrados a un trato diferente, ese fue el motivo de la queja, por la manera como se dirigía a nosotros. Ya con el tiempo ella fue cambiando, la fuimos conociendo mejor”, y aclara que con ella no ha tenido ningún inconveniente; Cecilia de León Nieto dijo: “De pronto los regaños en público, ella dice que en nosotros hay mucha falta de conocimiento, pero la forma de corregir es pública”.
Tales manifestaciones apreciadas de manera integral, como anteriormente se ha reseñado, corroboran las explicaciones de la juez investigada y surge evidente el verdadero significado de las palabras utilizadas por la funcionaria, por cierto muy distinto a como se presentaron en la queja y del alcance dado por el A quo a unas expresiones aisladas y descontextualizadas,  únicamente las suministradas por Vivina Taborda, Sergio Jiménez y José Luis Barroso, cuyas declaraciones no se advierten objetivas e imparciales, sino por el contrario, reflejan su animadversión y malquerencia hacia la funcionaria denunciada.
Es al interior del juzgado, en un ambiente laboral bien particular, con algunas tensiones y conflictos entre los empleados y de éstos con la titular del despacho, donde se produjeron los términos evidentemente descorteces y groseros de la juez hacia algunos de los empleados, suscitadas dichas palabras en medio de discusiones y enfrentamientos por los cambios en la organización del juzgado, el personal de la oficina, sus funciones y el cumplimiento de las metas dispuestas por la implicada RESTREPO BETANCOURT a su llegada como juez; expresiones que la acusada no está negando haber pronunciado, sin embargo, no fueron todas las palabras señaladas por los quejosos las dichas por ella
 y nunca se pronunciaron con el ánimo de “agraviar la honra, o el patrimonio moral o la dignidad de las personas, posiblemente el amor propio, pues si estaban convencidos que su trabajo era bueno, pero ante otra óptica no era tal, ese pudo ser el agravio, pero nunca como un atentado contra su dignidad o su honra, o por lo menos de mi parte nunca existió el ánimo de injuriar a persona alguna”, según la recurrente.

8. Ha quedado establecido en el proceso, que si bien la denuncia fue presentada por todos los empleados del juzgado, es lo cierto que los “maltratos y humillaciones” se dirigieron sólo a algunos de los colaboradores, como lo aclararon testimonialmente las señoras Kathya Cabrales de Brunal y Cecilia de León Nieto.

Con relación a la secretaria Mirza Santos de Mercado, se limita a señalar que el trato de la juez es “inhumano, por no ser el trato adecuado de una jefa”  y en lo que a ella corresponde haberla tildado de “ridícula e igualada”, episodio presentado sólo en una ocasión,
 pero omite explicar las circunstancias en que la juez se le dirigió de tal manera, pues, según se deduce de los testimonios de Kathya Cabrales de Brunal y Cecilia de León Nieto, sustanciadoras del despacho, dichas palabras se produjeron en desarrollo de una discusión motivada por la prohibición que la juez le hacía a la secretaria de dar información de los procesos a los abogados por teléfono y de guardar distancia con los litigantes, es decir no tener confianza con los apoderados de las partes.
9. El Tribunal concluyó en el fallo recurrido, que “como consecuencia de los actos injuriosos echó primero al joven LUIS BARROSO, luego a SERGIO JIMÉNEZ, y después a ella (se refiere a VIVINA TABORDA)”, lo cual no es cierto. 

Es evidente y así se observa en toda la actuación procesal, que las relaciones entre estos servidores y la juez RESTREPO BETANCOURT no eran las mejores, ni siquiera fueron cordiales, pero afirmar –como lo hace el A quo- que el despido de dichos empleados fue a consecuencia de los actos injuriosos de la funcionaria, no es acertado ni corresponde a la apreciación integral de las pruebas y a los criterios orientadores de la sana crítica.
En el proceso está debidamente acreditado el motivo por el cual estos tres empleados salieron del juzgado: el primero, José Luis Barroso, fue declarado insubsistente el 1º de abril de 2006, debido al reiterado incumplimiento de sus deberes y no estar en carrera; el segundo, Sergio Jiménez, renunció al cargo de escribiente porque fue trasladado a otro despacho, y finalmente Vivina Taborda, luego de adelantar el respectivo proceso de calificación de manera insatisfactoria fue declarada insubsistente el 10 de octubre de ese año.

Si a lo anterior se suma lo afirmado por el secretario del juzgado, señor Mauricio Nicolás Espinosa Espinosa
, quien a partir del 19 de junio de 2006 asumió ese cargo, en el sentido de señalar el constante incumplimiento de los deberes y obligaciones por parte de la empleada Viviana Taborda, a quien tuvo que llamarle la atención en varias ocasiones por faltarle al respeto a la juez, es evidente, que las explicaciones ofrecidas por la doctora RESTREPO BETANCOURT adquieren gran significación para demostrar el malestar y la aversión de algunos empleados del juzgado, suscitada por la reorganización del despacho y la exigencia en el cumplimiento de sus deberes, lo que produjo un ambiente cargado de “energías negativas” y estresante como así lo califican los denunciantes, dentro del cual se produjeron las discusiones, enfrentamientos y los términos descorteces y groseros de parte de la funcionaria investigada. 

10. El comportamiento de la juez acusada no puede considerarse de manera aislada o ajena al conjunto de circunstancias que rodearon el ejercicio de sus funciones desde el momento de su llegada como Juez Segunda Civil Municipal de Montería y su interacción con los empleados del juzgado, pues es en ese contexto donde deben situarse los hechos denunciados, cuya sumatoria de los elementos que permitieron el desarrollo específico de cada evento los justifica y explica, a efectos de obtener el conocimiento más próximo a la verdad real de lo sucedido, según la información suministrada por los diversos medios de convicción.

11. Lo sucedido en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Montería entre la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT y los empleados de ese despacho, corresponde a un clima laboral de conflicto producto de desacuerdos o diferencias de expectativas personales frente al trabajo realizado, por los cambios introducidos por la nueva titular en la organización del juzgado, la falta de una adecuada comunicación y la resistencia al cambio por parte del grupo de empleados, donde afloran desde actitudes nimias y baladíes hasta llegar al enfrentamiento interpersonal irrespetuoso propiciando un ambiente laboral negativo que bien podría catalogarse como una situación de hostigamiento o acoso laboral. 

Tal circunstancia, se halla prevista por la Ley 1010 de 2006, normatividad que en términos generales, establece una variedad de medidas encaminadas a “prevenir, corregir y sancionar las diversas formas de agresión, maltrato, vejámenes, trato desconsiderado y ofensivo y en general todo ultraje sobre la dignidad humana que se ejerce sobre quienes realizan su actividad económica en el contexto de una relación laboral privada o pública o de un contrato de prestación de servicios personales”. 
La Corte Constitucional al referirse al contenido y alcance de la citada Ley, expresó:

“La motivación del legislador para establecer una normativa amplia y completa sobre el tema de los maltratos y hostigamientos en el ámbito laboral, tuvo lugar, precisamente, ante la ausencia de preceptos jurídicos en nuestro ordenamiento, que permitieran brindar protección efectiva a las numerosas víctimas de tales conductas, por manera que se buscaba, con su aprobación, llenar el vacío legal en la materia y posibilitar el control y sanción de las mismas. Los ponentes de la iniciativa consideraron que, dada la complejidad del fenómeno y la gravedad de sus consecuencias en la salud física y psicológica de quienes eran sometidos al llamado “tormento laboral”, era necesario regular de manera amplia la materia, a fin de proteger sus derechos y sancionar a los agresores, no a través del derecho penal, pero sí mediante el disciplinario y el laboral. 
Adicional a lo anterior, en la ponencia para primer debate se puso de presente que, aún cuando hasta hace poco se tenía al acoso sexual como la única forma de acoso en el trabajo, ésta no es la única ni la más usual, sino que dicho hostigamiento puede darse por comportamientos como las insinuaciones, las alusiones malintencionadas, la mentira y las humillaciones y que, entre los más usuales, se encuentran, por ejemplo, actuaciones como las agresiones físicas y verbales, la humillación y descalificación pública, las amenazas delante de terceros, el entorpecimiento de las labores, las discriminaciones, la inequidad laboral, la asignación de labores con indignidad, todas aquellas, desplegadas con el propósito de intimidar, angustiar, desmotivar y aburrir a la víctima hasta llevarla a la renuncia. Además, estas hostilidades reiteradas, se precisó en la ponencia, tienen la potencialidad de causar graves problemas de salud a nivel físico y mental, derivados del continuo estrés al que se ve sometida la persona.

(…)

En relación con las sanciones que se derivan de las actuaciones que configuran acoso laboral, el artículo 10° de la Ley que se estudia, establece dos tipos de respuestas jurídicas, ya se trate de sujetos del sector público o del privado. Así, los servidores públicos serán sancionados de la misma manera que cuando se incurre en faltas disciplinarias gravísimas, de conformidad con lo estipulado por el Código Disciplinario Único. Cuando la conducta sea desplegada en el ámbito del sector privado, por su parte, y ésta haya dado lugar a la renuncia o el abandono del trabajo de la víctima, se entenderá como terminación del contrato de trabajo sin justa causa y, en tal caso procede la indemnización de que trata el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. De igual manera, la norma contempla unas sanciones de carácter económico como la multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales tanto para el autor de la conducta, como para quien la tolere, así como la obligación de pagar a las Empresas Prestadoras de Salud y las Aseguradoras de Riesgos Profesionales el cincuenta por ciento (50%) del costo del tratamiento de enfermedades profesionales y demás secuelas originadas en el acoso laboral”
 (énfasis fuera de texto).
12. De lo anterior se sigue, que bien hicieron los empleados del juzgado en acudir a las autoridades disciplinarias en procura del amparo de sus derechos laborales; sin embargo, ello no quiere decir que el comportamiento de la funcionaria acusada deba ser objeto de la jurisdicción penal, puesto que, se reitera, en este asunto el bien jurídico tutelado con el tipo penal de injuria, no ha sido afectado, en tanto que las expresiones “descorteces y humillantes” proferidas por la implicada a algunos de los empleados del juzgado no alcanzan la intensidad real para alterar efectivamente el derecho a la integridad moral (bien jurídico protegido) de los quejosos, de manera que la conducta que se le atribuye a la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT carece de antijuridicidad material y, en consecuencia, no puede ser sancionada porque no alcanza la categoría de punible.
Así, pues, la sentencia apelada se revocará para en su lugar absolver a la acusada. 

En mérito de lo expuesto, la SALA DE CASACIÓN PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

1. Declarar que en el presente trámite no existió irregularidad sustancial por afectación del derecho de defensa ni del debido proceso. 

2. REVOCAR la sentencia condenatoria del dieciocho (18) de febrero de dos mil diez (2010), proferida por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Montería, en contra de la acusada MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT, por el delito de injuria, en cuanto fue objeto de apelación.

3. ABSOLVER a la doctora MARÍA LILIANA RESTREPO BETANCOURT del cargo de injuria por el que se la llamó a juicio en esta actuación.

4. Infórmese de la presente decisión a las autoridades respectivas.
Contra esta decisión no procede recurso alguno. Devuélvase el expediente al despacho de origen.



Cópiese, notifíquese y cúmplase

JAVIER ZAPATA ORTIZ 

JOSÉ LUÍS BARCELÓ CAMACHO 

        JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ
FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO 
        SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ
                                                                                                                            Permiso
MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ MUÑOZ 

       AUGUSTO J. IBÁÑEZ GUZMÁN

LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO  

       JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA
NUBIA YOLANDA NOVA GARCÍA 

Secretaria
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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